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colonial o republicano y podrá usar esta información para el procedimiento de 
protección del objeto del presente título.

3. Una vez se realice la solicitud y abierto el expediente de protección de los terri-
torios ancestrales y/o tradicionales de los pueblos indígenas, la Agencia Nacional
de Tierras o quien haga sus veces expedirá inmediatamente una certificación de
apertura de expediente e inicio de proceso de protección, la cual será notificada
a la autoridad indígena, a quien está solicite y se les comunicará a los titulares de
derechos reales de dominio y a los terceros que se puedan ver afectados con esta
actuación.

4. En caso de que existan estudios socioeconómicos y levantamientos topográficos
adelantados dentro de los procedimientos de constitución, ampliación, saneamien-
to, o reestructuración de resguardos de origen colonial o republicano que hayan
avanzado, la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces podrá emitir
inmediatamente la medida de protección basado en la información y estudios que
reposen en dichos expedientes.

5. La Agencia Nacional de Tierras emitirá un auto donde se determinen los respon-
sables, funcionarios y fechas para realizar la visita técnica tendiente a recopilar la
información para la elaboración del estudio socioeconómico y levantamiento topo-
gráfico. El auto que ordena la visita se comunicará al procurador agrario competen-
te, a la comunidad indígena interesada o a quien hubiere formulado la solicitud y se 
fijará un edicto que contenga los datos esenciales de la petición en la secretaría de
la alcaldía donde se halle ubicado el predio o el terreno, en caso de que la solicitud
de protección de territorios ancestrales recaiga sobre territorios ubicados en áreas
no municipalizadas, el edicto se fijará en la secretaría de gobierno departamental,
la cual se realizará por el término de diez (10) días, a solicitud de la ANT, el cual se
agregará al expediente.

6. Visita técnica: En la visita técnica se levantará un acta suscrita por las autoridades
indígenas y funcionarios y las personas que han intervenido en ella, la cual deberá
contener los siguientes datos: a) Ubicación del territorio, b) Linderos generales,
c) Área aproximada, d) Número de habitantes que hacen parte de la comunidad,
e) Número de colonos o terceros establecidos, indicando el área aproximada que
ocupan y la explotación que adelantan. La visita deberá realizarse en un plazo no
mayor a 12 meses después de emitido el auto. En los casos en que exista riesgo de
despojo territorial, la visita se hará con carácter urgente y prioritario.

7. Entrega de estudio socioeconómico y levantamiento topográfico. Dentro de los 30
días hábiles siguientes a la culminación de la visita técnica, la Agencia Nacional de
Tierras o quien haga sus veces elaborará el estudio socioeconómico y levantamien-
to topográfico con su plano correspondiente. Se compulsará copia del mismo a la
comunidad respectiva y se realizará socialización cuando esta lo requiera.

8. Expedición de la resolución de protección provisional de la posesión del territorio
ancestral y/o tradicional: con base en el estudio socioeconómico y levantamiento
topográfico, la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces expedirá, en
un plazo no mayor a 15 días siguientes a la elaboración del mismo, una resolución
motivada decidiendo sobre el reconocimiento y protección provisional de la pose-
sión del territorio ancestral y/o tradicional. En caso de que resulte procedente tal
reconocimiento y protección, en la misma resolución se solicitará a las Oficinas de
Registro de Instrumentos Públicos la inscripción de la medida provisional en los
folios correspondientes. En los casos en que no existan folios de matrícula inmobi-
liaria se solicitará la apertura inmediata de uno nuevo a nombre la Agencia Nacio-
nal de Tierras o quien haga sus veces, con la anotación provisional respectiva de
su carácter de territorio ancestral y/o tradicional indígena, en favor de la respectiva
comunidad, así como la inscripción de la mencionada resolución.

Si la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces constata que existe superposición 
de ocupaciones o de posesiones entre pueblos y comunidades indígenas, la medida de 
protección se extenderá a todas ellas. En todo caso, se entenderá que el acto administrativo de 
protección tiene carácter provisional, sujeto por ende a la titulación definitiva de la propiedad 
colectiva que realice la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces mediante el 
acto administrativo correspondiente, de conformidad con la legislación vigente. Parágrafo 
1°. En expedientes de procesos de clarificación de vigencia de los títulos de origen colonial 
o republicano que hayan avanzado y en cuyos folios repose un estudio socioeconómico
este podrá ser tomado como insumo para la medida de protección de territorio ancestral y/o
tradicional.

Parágrafo 2°. En virtud de las medidas provisionales de protección señaladas, los notarios 
y registradores de instrumentos públicos, así como los funcionarios de la Agencia Nacional de 
Tierras o quien haga sus veces, adoptarán las medidas propias de su competencia para evitar 
cualquier acción de adjudicación de los predios cobijados por la medida de protección, a 
personas o comunidades distintas a las cobijadas por la misma. La omisión del cumplimiento 
de sus funciones acarreará las sanciones a que haya lugar de acuerdo con la normatividad 
vigente.

Parágrafo 3°. A partir de la presentación de la solicitud de ampliación, constitución 
o saneamiento de resguardos o de reestructuración de títulos de origen colonial y/o
republicanos, o de la solicitud de protección de posesión de los territorios ancestrales y/o
tradicionales, la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces a petición de parte,
podrá solicitar al inspector de policía de la jurisdicción correspondiente, la suspensión de

los procesos policivos que se adelanten en tierras pretendidas en estos procedimientos, hasta 
tanto se culmine el proceso de titulación.”

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
modifica los artículos 2.14.20.2.1 y 2.14.20.3.1 de los Capítulos 2 y 3 respectivamente del 
Título 20 de la Parte 14 del Libro 2 del Decreto número 1071 de 2015.

Dado en Bogotá, D. C, a 11 de junio de 2024
Publíquese y cúmplase.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro del Interior,

Luis Fernando Velasco Chaves.
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural,

Jhenifer Mojica Flórez.

Ministerio de Salud y Protección 
Social

Decretos

DECRETO NÚMERO 0745 DE 2024

(junio 11)
por el cual se adiciona el Título 2 a la Parte 5 del Libro 3 del Decreto número 780 de 
2016, en relación con la subrogación de las obligaciones contractuales de la extinta E.S.E. 

Francisco de Paula Santander.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, y en especial de las conferidas en los numerales 11 y 17 del artículo 189 de la 
Constitución Política, el parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998 y en desarrollo 
de lo previsto en el Decreto Ley 254 de 2000 y,

CONSIDERANDO:
Que la Empresa Social del Estado Francisco de Paula Santander fue creada mediante el 

Decreto Ley 1750 de 2003, como una categoría especial de entidad pública descentralizada 
del nivel nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, 
adscrita al entonces Ministerio de la Protección Social, para la prestación de los servicios 
de salud, como servicio público a cargo del Estado o como parte del servicio público de la 
seguridad social, en los términos del artículo 194 de la Ley 100 de 1993.

Que mediante el Decreto número 810 de 2008 se suprimió la Empresa Social del Estado 
Francisco de Paula Santander, ordenando su liquidación y estableciendo en su artículo 21 
que el liquidador debía entregar al entonces Ministerio del Interior y de Justicia, “(…) dentro 
de los tres (3) meses siguientes a la legalización del contrato, un inventario de todos los 
procesos judiciales y demás reclamaciones en las cuales sea parte la entidad, el cual deberá 
contener la información que establezca ese Ministerio”.

Que en virtud de lo contemplado en el decreto anterior y, de conformidad con el artículo 
35 del Decreto Ley 254 de 2000, modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, 
y dado que a la finalización del proceso liquidatorio aún existían actividades remanentes, 
el liquidador de la E.S.E. Francisco de Paula Santander suscribió el contrato de fiducia 
mercantil 062 de 2009 con Fiduciaria Popular S. A., en virtud del cual se constituyó el 
Patrimonio Autónomo de Remanentes de la E.S.E. Francisco de Paula Santander, cuyo 
objeto contractual es la administración del patrimonio autónomo a integrarse con los activos 
que le transfirió la E.S.E. al cierre del proceso liquidatorio, a efectos de realizar los pagos con 
cargo a dichos recursos, administrar los procesos judiciales, contratos y reservas cedidos por 
la liquidación de la mencionada Empresa Social del Estado.

Que el artículo 32 del Decreto- Ley 254 de 2000 establece que le corresponderá al 
liquidador cancelar las obligaciones pertinentes a cargo de la masa de liquidación, previa 
disponibilidad presupuestal, con el fin de realizar una liquidación progresiva.

Que mediante los Decreto número 843, 2173, 3262, 4242 y 4328 de 2009, se prorrogó 
el plazo de la liquidación de la Empresa Social del Estado Francisco de Paula Santander.

Que el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, mediante sentencia de 16 de 
diciembre de 2020, confirmada a través de sentencia de 29 de abril de 2021, proferida por 
la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta del Consejo de Estado, dentro 
de la acción de cumplimiento número 54001-23-33-000-2020-00616-01, estableció que el 
Gobierno nacional debería dar cumplimiento al parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 
de 1998, en el sentido de disponer sobre la subrogación de las obligaciones de la extinta 
E.S.E. Francisco de Paula Santander, en materia de condena de sentencias contractuales y 
extracontractuales, al considerar que dicha materia no fue reglamentada dentro del decreto 
que ordenó la liquidación de la mencionada Empresa Social del Estado.

Que, en cumplimiento de lo ordenado por la autoridad judicial, el Gobierno nacional 
expidió el Decreto número 415 del 24 de marzo de 2022, disponiendo que la competencia 
para la asunción del pago de las sentencias derivadas de obligaciones contractuales y 
extracontractuales a cargo de la liquidada Empresa Social del Estado Francisco de Paula 
Santander, deberán ser asumidas por el Ministerio de Salud y Protección Social.
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Que la señora Claudia Isabel Lasprilla Toro, mediante los radicados 202342300350172 
del 15 de febrero, 202342300364512 y 202342300372082 del 16 de febrero de 2023, 
presentó ante el Ministerio de Salud y Protección Social solicitud para acreditar el requisito 
de procedibilidad de la acción de cumplimiento antes de formular demanda, con fundamento 
en el deber legal establecido en el parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998, toda 
vez que en el Decreto número 810 de 2008 no se dispuso la subrogación de las obligaciones 
de la extinta E.S.E. Francisco de Paula Santander, en materia de obligaciones contractuales.

Que dicha solicitud fue resuelta por el Grupo de Patrimonios Autónomos del Ministerio 
de Salud y Protección Social mediante radicado 202311700422001 de 2 de marzo de 2023, 
en donde se indicó que el requerimiento ya había sido resuelto mediante la expedición del 
Decreto número 415 de 2022.

Que en virtud de lo anterior, la señora Claudia Isabel Lasprilla Toro, interpuso 
acción de cumplimiento ante las instancias judiciales a través de radicado número 
54001233300020230007601, por consiguiente, el Tribunal Administrativo de Norte de 
Santander a través de sentencia del 4 de mayo de 2023, confirmada mediante fallo del 8 de 
junio de 2023 por la Sala de lo Contencioso Administrativa - Sección Quinta del Consejo de 
Estado, le ordenó al Gobierno nacional conformado por la Presidencia de la República, el 
departamento Administrativo de la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio del Interior, el 
Ministerio de Justicia y del Derecho y el departamento Administrativo de la Función Pública, 
el cumplimiento del parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998, en el sentido de que 
se disponga sobre la subrogación de obligaciones de la extinta E.S.E. Francisco de Paula 
Santander, en materia de obligaciones contractuales, dentro de los 2 meses siguientes a la 
ejecutoria de esta sentencia, en virtud de la complejidad que reviste el tema.

Que, conforme a lo anterior, resulta necesario dar cumplimiento a los fallos relacionados, 
y por consiguiente, adicionar al Decreto número 780 de 2016, una disposición que establezca 
la subrogación de las obligaciones de la extinta E.S.E. Francisco de Paula Santander, en 
materia de obligaciones contractuales, en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social, 
y de esta manera, dar cumplimiento al parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Adición del Título 2 a la Parte 5 del Libro 3 del Decreto número 780 de 
2016. Adiciónese el Título 2 a la Parte 5 del Libro 3 del Decreto número 780 de 2016, así:

“TÍTULO 2
SUBROGACIÓN DE LAS OBLIGACIONES DE LA EXTINTA EMPRESA 

SOCIAL DEL ESTADO FRANCISCO DE PAULA SANTANDER
Artículo 3.5.2.1. Subrogación de las obligaciones de la extinta E.S.E. Francisco de 

Paula Santander. El Ministerio de Salud y Protección Social asumirá las obligaciones de la 
extinta E.S.E. Francisco de Paula Santander, en materia contractual, de conformidad con lo 
dispuesto en el parágrafo 1° del artículo 52 de la Ley 489 de 1998.

Para estos efectos, el valor de las eventuales obligaciones a que hace referencia el 
presente artículo, será pagado con cargo a los activos líquidos y no líquidos transferidos por 
el liquidador en el marco del Contrato de Fiducia Mercantil número 062 de 2009 suscrito 
con Fiducia Popular S. A., por medio del cual se constituyó el Patrimonio Autónomo de 
Remanentes de la E.S.E. Francisco de Paula Santander hasta que se hayan descontado la 
totalidad de estos recursos, en cumplimiento de las normas vigentes sobre liquidación de 
entidades públicas.

Parágrafo. Esta asunción excluye cualquier otra obligación de la liquidada Empresa 
Social del Estado Francisco de Paula Santander que esté determinada o pueda determinarse”.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de junio de 2024.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.

Resoluciones Ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 201 DE 2024

(junio 11)
por medio de la cual se prorroga el término de la toma de posesión inmediata de los 
bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para administrar la 
E.S.E. Hospital San José de Maicao, departamento de La Guajira, identificado con Nit. 

892.120.115-1.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las conferidas en el inciso 3° del numeral 2 del artículo 116 del Decreto 

Ley 663 de 1993, modificado por el artículo 22 de la Ley 510 de 1999, el inciso 3° del numeral 
2 del artículo 9.1.2.1.1 del Decreto número 2555 de 2010, demás normas concordantes y,

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con lo contemplado en el artículo 48 de la Constitución Política 

de Colombia, el Estado colombiano prestará con carácter obligatorio el servicio público de 
seguridad social, bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, con la debida 
supervisión, organización, regulación y coordinación.

Que, el artículo 49 ibidem señala que se debe garantizar de igual forma por parte del 
Estado, el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación en salud, para lo 
cual debe organizar, dirigir, reglamentar la prestación a sus habitantes, así como también 
establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y 
ejercer su vigilancia y control.

Que, el artículo 154 de la Ley 100 de 1993 señala que con el fin de garantizar los 
principios consagrados en la Constitución y evitar que los recursos destinados a la seguridad 
social en salud se destinen a fines diferentes, intervendrá en el servicio público de seguridad 
social en salud de conformidad a las reglas de competencia asignadas.

Que, la toma de posesión e intervención forzosa administrativa es una medida especial 
que tiene por finalidad establecer si la entidad debe ser objeto de liquidación, si es posible 
colocarla en condiciones de desarrollar adecuadamente su objeto social, o si se pueden 
realizar otras operaciones que permitan lograr mejores condiciones, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 115 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, modificado por 
el artículo 21 de la Ley 510 de 1999, aplicable al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud por remisión del parágrafo 2° del artículo 233 de la Ley 100 de 1993.

Que, el artículo 2.5.5.1.1 del Decreto número 780 de 2016, Único Reglamentario 
del Sector Salud y Protección Social señala que en los procesos de intervención forzosa 
administrativa en el que hagan parte empresas promotoras de salud e instituciones 
prestadoras de salud de cualquier naturaleza, será la Superintendencia Nacional de Salud 
quien aplique para administrarlas o para liquidarlas, “las normas de procedimiento previstas 
en el artículo 116 del Decreto Ley 663 de 1993, la Ley 510 de 1999, y demás disposiciones 
que lo modifican y desarrollan”.

Que, el inciso 3° del numeral 2 del artículo 116 del Decreto Ley 663 de 1993, modificado 
por el artículo 22 de la Ley 510 de 1999, prevé que “Cuando no se disponga la liquidación 
de la entidad, la toma de posesión no podrá exceder del plazo de un (1) año, prorrogable 
(…) por un plazo no mayor de un año; si en ese lapso no se subsanaren las dificultades 
que dieron origen a la toma de posesión, (…) dispondrá la disolución y liquidación de la 
institución vigilada. Lo anterior sin perjuicio de que el Gobierno por resolución ejecutiva 
autorice la prórroga mayor cuando así se requiera en razón de las características de la 
entidad.”

Que, el derecho a la salud como un derecho autónomo e irrenunciable y como un servicio 
público esencial obligatorio, para su prestación, se sujeta a criterios de oportunidad, eficacia 
y calidad para preservación, mejoramiento y promoción de la salud y se ejecuta bajo la 
indelegable dirección, supervisión, organización, regulación, coordinación y control del 
Estado, de acuerdo con el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015.

Que, la Superintendencia Nacional de Salud por medio de la Resolución número 001615 
del 14 de junio de 2016, ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativa para administrar la E.S.E. Hospital José 
de Maicao en el departamento de la Guajira identificada con el NIT. 892.120.115-1, por el 
término de un (1) año.

Que, en dicho acto administrativo se designó como agente especial interventor al doctor 
Óscar Alberto Pernía Maldonado (identificado con la cédula de ciudadanía número 19499872 
de Bogotá, D. C., posesionado según acta SDME 011 del 15 de junio de 2016.

Que, esta medida fue prorrogada directamente por esta superintendencia, por el término 
de un año mediante Resolución número 001781 del 13 de junio de 2017.

Que, con base en lo dispuesto en el artículo 116 del Decreto Ley 663 de 1993, modificado 
por el artículo 22 de la Ley 510 de 1999 y el inciso 3° numeral 2 del artículo 9.1.2.1.1 del 
Decreto número 2555 de 2010, le corresponde al Gobierno nacional decidir respecto a la 
prórroga de la medida; en consecuencia, se relacionan las prórrogas autorizadas así:

1. Resolución Ejecutiva número 123 del 13 de junio de 2018, prorrogó la medida
por el término de un año, contado a partir del 15 de junio de 2018 hasta el 14 de
junio de 2019.

2. Resolución Ejecutiva número 075 del 13 de junio de 2019(prorrogó la medida
por el término de un año, contado a partir del 15 de junio de 2019 hasta el 14 de
junio de 2020.

3. Resolución Ejecutiva número 067 del 13 de junio de 2020, prorrogó la medida
por el término de un año, contado a partir del 15 de junio de 2020 hasta el 14 de
junio de 2021.

4. Resolución Ejecutiva número 129 del 11 de junio de 2021, prorrogó la medida
por el término de un año, contado a partir del 15 de junio de 2021 hasta el 14 de
junio de 2022.

5. Resolución Ejecutiva número 117 del 14 de junio de 2022, prorrogó la medida
por el término de seis meses, contado a partir del 15 de junio de 2022 hasta el 14
de diciembre de 2022.




